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Presentación

Este trabajo es elaborado en el marco del Proyecto UBACyT 2011-2014 “Los derechos sociales de niños, adolescentes y familia en tres provincias argentinas: modificaciones en las políticas, las intervenciones institucionales y la organización familiar”
 y se focaliza centralmente en uno de sus objetivos específicos, que es el de conocer las modificaciones al interior de la organización familiar tanto en los casos de destinatarios de las asignaciones con tendencia a la universalidad, como de programas de empleo. Por lo tanto se indagará con mayor profundidad acerca de uno de los aspectos del impacto de dos políticas públicas de alcance nacional: la Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUH)
 y el Programa Nacional Jóvenes con Más y Mejor Trabajo.

Una breve caracterización de los programas en estudio

La Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUH) es una política de Estado nacional, creada por Decreto 1602/09, que persigue entre otros la satisfacción de los derechos de la niñez y la adolescencia en situación de vulnerabilidad social y de quienes no se encuentran amparados por el régimen de asignaciones familiares –sea por desocupación o por desempeño en la economía informal.
Se trata de un programa de transferencia condicionada y directa de protección social, a través del incentivo monetario
. El beneficio (así lo llama el decreto de su creación) está condicionado al cumplimiento de controles sanitarios y la concurrencia al sistema público de enseñanza. Promueve de este modo la inserción de niños y jóvenes al sistema educativo y/o acompaña la trayectoria de aquellos cuyas dificultades ponen en riesgo la continuidad de sus estudios. Se trata de una prestación monetaria no remunerativa de carácter mensual ($ 460 a junio de 2013),
 que se abona a uno solo de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado por cada menor de 18 años que se encuentre a su cargo, o sin límite de edad cuando se trate de un hijo discapacitado. La asignación se abona hasta un máximo de cinco hijos. Con la misma, el Estado busca asegurarse que los niños y adolescentes asistan a la escuela, se realicen controles periódicos de salud y cumplan con el calendario de vacunación obligatorio.


De acuerdo a los últimos datos registrados, la población total de menores de 18 años cubiertos por el programa alcanza a 3.368.726 de niños/as, distribuidos en 1.841.478 familias.

Pueden cobrarla: desocupados que no perciban ninguna suma de dinero en concepto de prestaciones contributivas o no contributivas, subsidios, planes, jubilaciones, pensiones, etc.; trabajadores no registrados; empleados del servicio doméstico; trabajadores de temporada y monotributistas sociales; en todos los casos, siempre que ganen igual o menos que el salario mínimo, vital y móvil ($ 2.875 pesos en junio de 2013). El 80 % del valor de esta asignación se liquida en forma mensual y el 20 % restante se acumula y se liquida una vez al año, cuando se verifica el cumplimiento de los requisitos de salud, vacunación y escolaridad del hijo/hijo con discapacidad y de Declaración Jurada del Adulto Responsable.

 

Vale destacar que el decreto de creación de esta medida indica explícitamente que la mejor política social de promoción y articulación del tejido social es el trabajo y que esta medida –que ofrece una respuesta reparadora a una población que ha sido castigada por políticas económicas de corte neoliberal- no puede por sí garantizar la salida de la pobreza de sus beneficiarios y no puede ubicarse allí toda la expectativa social, aunque resulte un paliativo importante. Desestima la ilusión –así lo dice- de suponer que con una sola medida se puede terminar con la pobreza.
En referencia a la distribución territorial de las/os titulares de la AUH es importante destacar que del estudio realizado a dos años de su implementación
, se desprende que las provincias de Chaco, Santiago del Estero, Formosa, Misiones, Corrientes y Salta muestran los niveles más altos de cobertura  de la población menor de 18 años –con un porcentaje superior al 40% del total de menores de 18 años-
, mientras que la Ciudad de Buenos Aires, Tierra del Fuego, Santa Cruz, Chubut, exhiben los menores porcentajes de cobertura de esa población.
 Ello demuestra, como lo indica el citado estudio, que las regiones más vulnerables del país son las que más se benefician con la asignación.

Desde mayo de 2011 se extendió e implementó la prestación a mujeres embarazadas -desocupadas, trabajadoras informales o de servicio doméstico con ingreso igual o inferior al salario mínimo, vital y móvil o monotributistas sociales- desde la semana 12 de gestación y hasta la finalización del embarazo. Se buscó de esta manera disminuir la mortalidad materna, perinatal, neonatal e infantil, asociados a dificultades en el acceso a los servicios de salud.

El Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo está destinado a jóvenes de entre 18 y 24 años de edad, que no hayan completado el nivel primario y/o secundario de escolaridad y se encuentren desempleados. El objetivo del programa es generar oportunidades de inclusión social y laboral de los jóvenes, a través de acciones integradas, que les permitan construir el perfil profesional en el cual deseen desempeñarse, finalizar su escolaridad obligatoria, realizar experiencias de formación y prácticas calificantes en ambientes de trabajo, iniciar una actividad productiva de manera independiente o insertarse en un empleo. El programa busca mejorar las condiciones de empleabilidad de esta población especialmente vulnerable, creando mayores oportunidades de inserción en el mercado de trabajo. 

La normativa del Programa establece que la primera actividad en la que deben participar los jóvenes son los talleres de orientación e inducción al mundo del trabajo, con la sola excepción de aquellos que retomen sus estudios formales de nivel básico o medio. En este último caso, la participación en los talleres antes mencionados, puede postergarse hasta 3 meses.

Además de los talleres, la prestación que concentra la mayor participación de jóvenes, es la inserción en procesos de terminación de estudios básicos o medios.

Los/as jóvenes son asignados a prestaciones que originan el pago de una ayuda económica. La tasa de participación femenina entre los jóvenes adherentes al Programa es del 51,1% y el 76,2% tiene hasta 21 años, incluyendo un 42,9% que tiene menos de 20. El 92,3% tiene como máximo nivel educativo alcanzado “secundario incompleto”.
El 72,9% de los jóvenes cubiertos por el Programa manifestó no tener experiencia laboral (nunca trabajaron), mientras entre aquellos que sí alguna vez trabajaron, lo hicieron mayoritariamente en actividades de baja calificación. La mayoría de las mujeres que tiene alguna experiencia realizó actividades vinculadas al cuidado y atención de personas, la comercialización directa y el servicio doméstico. Por su parte, los varones tuvieron ocupaciones del sector de la construcción y la producción industrial y artesanal.

Entre quienes alguna vez trabajaron, sólo el 39,7% se postula para las actividades laborales que desarrolló. Las mujeres se postulan principalmente para la comercialización directa, actividades de gestión administrativa, servicios gastronómicos y cuidado y atención de personas. En tanto, los varones prefieren en mayor medida actividades laborales ya desempeñadas, como tareas en la construcción y producción industrial y artesanal.
Una proporción muy importante de jóvenes (45,1%) tiene expectativas de realizar tareas laborales de mayor calificación a la que tuvieron.

Descripción del trabajo de campo

En el marco de la citada investigación, el equipo
 realizó entrevistas con referentes institucionales vinculados a los programas en estudio, tanto en la Ciudad de Buenos Aires, así como en las tres provincias argentinas que sirven de delimitación territorial de nuestra investigación: Corrientes, San Luis y Tucumán.
 Asimismo y a los efectos de conocer el impacto de las políticas públicas en las organizaciones familiares, se llevaron a cabo reuniones grupales –a través de la técnica focus group- con personas titulares de ambos programas. Se realizó un total de 10 reuniones grupales en las mencionadas provincias, durante los meses de julio a octubre de 2012, bajo la coordinación de los miembros del equipo de investigación. Las mismas fueron grabadas y su desgrabación posibilitó el análisis que haremos a continuación.

Un análisis preliminar del trabajo grupal


Los grupos de titulares de AUH que participaron de nuestros grupos son conformados en su totalidad por mujeres, primera cuestión sobre la que podríamos delinear lecturas acerca del fenómeno de la división sexual del trabajo doméstico. Son mujeres las que se dedican a las tareas de reproducción social, cuestión que guarda directa correspondencia con el hecho de que en el 94,4 %, la titularidad de la asignación recae en mujeres. Este proceso de feminización –que se fue acentuando desde el inicio de implementación del programa-, si bien puede explicarse por la prelación que se otorga a la madre sobre el padre para ejercer la titularidad de la asignación, parece obedecer a condiciones específicas del mercado de trabajo que expone a las mujeres a condiciones de desigualdad para obtener empleo registrado. El ingreso y la permanencia en el mercado de trabajo formal se vuelven más difíciles para las mujeres, dada la ausencia de mecanismos que permitan conciliar las obligaciones laborales con las tareas de cuidado. Asimismo estimamos que se observan fuertes atravesamientos culturales referidos a la distribución de funciones al interior de las familias, que adjudican a la madre las tareas de cuidado. Este trabajo de cuidado ejercido al interior del hogar no suele ser concebido como un trabajo, siendo éste otro componente de la desigualdad. En el marco de esta caracterización cobra valor el hecho de que el Estado reconozca el trabajo doméstico a través del pago de estas asignaciones, cuestión que bien podría ser pensada en términos de una reconsideración de la orientación “familista” del Estado, que aunque sin liberar a la mujer de las responsabilidades familiares y de cuidado, otorga a éstas el carácter de trabajo al reconocer un ingreso económico a quien las desempeña. Es en tal sentido que entendemos que se incentivan procesos hacia la “desfamiliarización”.


La situación de pobreza y dependencia económica genera en sí misma condiciones deteriorantes en las condiciones de vida, y además generan un impacto profundo en la subjetividad de quien la padece. Una expresión tal vez ayude a identificar lo que señalamos: dice una mujer al presentarse en el grupo –tras aclarar que reside en una villa de emergencia-: “vivo por ahora prestada con mis cuatro hijos en una pieza de mi papá”. 

Al indagarse acerca de los medios a través de los cuales tomaron conocimiento de este programa de protección social las respuestas aluden a la televisión, a través de la gente, “se corrió la voz por el barrio”, fue informada por un familiar. Muchas veces el medio de información es el boca a boca por medio de las vecinas, lo que da cuenta de dos dispositivos comunicacionales contrapuestos respecto de su masividad, pero eficaces por igual en cuanto a sus resultados.  Se observa que la AUH ha cobrado una entidad material y goza de una centralidad que atraviesa la vida cotidiana de todos los entrevistados. Pareciera que todos conocen esta prestación, y casi nadie ha quedado al margen de ella. Este programa incluso aparece naturalizado en los discursos: es normal, es natural percibir la AUH.  Ya no se la vive como una novedad, sino que la misma ha sido incorporada como una estrategia más de satisfacción de las necesidades.


En referencia a las eventuales dificultades en el trámite de inscripción, en general se responde que el trámite no fue complicado de realizar.  La ausencia de oficinas de Anses cercanas a los domicilios, sí constituye una dificultad que se vuelve palpable por razones económicas, en relación de las exigencias de traslado. Las dificultades para comunicarse con la línea telefónica 130 fueron en ocasiones mencionadas.

Las críticas sobre la implementación del programa se sitúan en:

· Disconformidad con el límite impuesto a la edad de los beneficiarios y beneficiarias en 18 años, ya que querrían continuar percibiendo la asignación puesto que el hijo/a seguirá estudiando. 
· Incompatibilidad con otros programas de asistencia económica. En el caso de la provincia de San Luis, se exige el negativo (constancia de no inscripción a otros programas sociales de asistencia económica). Dice una mujer “…eso también está mal, muy mal, porque el salario es de los hijos”.
· Dificultades para el reintegro del 20% retenido mensualmente, en el caso de niños/as que asisten a un instituto privado de baja cuota mensual.

· En el caso de aquellos hogares en los que el padre percibe salario familiar, se advierte un reclamo en que sea quien asume la crianza de los niños quien lo perciba –generalmente lo cobra el padre cuando se trata de trabajo registrado-a efectos de evitar los incumplimientos de quien lo cobra y no lo entrega a sus hijos. Aunque exista un dispositivo estatal para el cobro de ese aporte no realizado (el juicio alimentario) no se lo percibe como una solución por la dilación en su tramitación. Cabe destacar que los cambios introducidos recientemente al pago de asignaciones familiares permitirán que a partir de junio del 2013 las mismas sean cobradas siempre por la madre, en forma independiente de quien generó el derecho. En el caso del padre que trabaja en relación de dependencia con derecho a asignaciones familiares por hijo, éstas serán depositadas a nombre de la madre de los menores (salvo en situaciones de tenencia a cargo del padre).

· Reconocimiento de la AUH, aunque persiste la expectativa de obtener un trabajo o participar de la implementación de proyectos productivos. Se trata de lo que es llamado por las titulares “nuestro propio trabajo” o “un trabajo digno” o “el derecho a trabajar”.

· Críticas hacia algunos efectores de salud del sistema público que reclaman el pago de un arancel para otorgar las certificaciones de salud y hacia algunos agentes educativos que se muestran reacios a extender la certificación de escolaridad. No cabe duda de que en tales circunstancias, el ciudadano/a es desprovisto de su condición de sujeto de derecho y sometido a procesos de mercantilización ciudadana, reforzando condiciones de exclusión social.


En relación a las dificultades planteadas por las personas entrevistadas, se observa que en ocasiones a las instituciones se les depositan las dificultades para el cobro de la AUH, cuando las causas de su no percepción obedecen a factores estrictamente legales, extra-institucionales y/o propios de la conflictiva post-separación. Dice una mujer “…Me separé y vivo con mis cuatro hijos. Tengo problemas con Anses porque mi marido está cobrando el salario y no me da lo que corresponde”. Jesica opina que la AUH es un desastre, ya que no la percibe puesto que el padre de sus hijos cobra salario familiar. “Estoy separada; la cobra él porque está en blanco, yo trabajo en negro. Es un desastre porque se la siguen dando a él y no hay forma de que me lo den a mí”. Opera en estos casos una dificultad para advertir o aceptar que se trata de dos políticas diferenciadas por la presencia/ausencia de trabajo registrado: el salario familiar y la AUH. No obstante, la legitimidad de ese reclamo fue recogida recientemente a través de la modificación para la percepción de las asignaciones familiares –ahora en manos de la madre, a petición de ésta-.

En referencia al programa Jóvenes por Más y Mejor Trabajo (JMMT) es posible advertir que se trata de una población mixta integrada por varones y mujeres -a diferencia de la conformación femenina de titulares de AUH-, personas sin capacitación laboral; en su amplia mayoría residen con sus grupos familiares de origen y no se constituyen en jefes de hogar, no obstante varios casos de personas con y sin pareja que ya tuvieron un hijo/a; incluidos en el circuito escolar y con proyectos concretos para su futuro. Muchos de ellos, ya inscriptos, aguardan la convocatoria para participar de cursos de capacitación y aún no recibieron asistencia económica. Las expectativas de inserción laboral vinculadas a sus anhelos no guardan por el momento relación con las posibilidades concretas ofrecidas por el programa: ser maestra, enfermera, profesor/a, futbolista, maestra jardinera, ingresar a las Fuerzas Armadas o prefectura, secretaria, agente de turismo o diseñadora conforman importantes proyectos, cuyo alcance no parece posible lograr en esta instancia del programa. No obstante y tal como lo desarrollaremos más adelante, estimamos que el logro más relevante del programa radica en los efectos de la participación de los y las jóvenes en los talleres de orientación e inducción al mundo del trabajo, que inciden en su subjetividad, dando lugar a procesos de mayor  protagonismo y refuerzo de la autoestima. 


Las expectativas cifradas al inscribirse al programa están vinculadas a encontrar una salida laboral, capacitarse, hacer algo productivo, aprender, conocer los derechos, crecer. Asimismo, la mayoría de los y las jóvenes interpretan el programa en términos de una “beca” para completar sus estudios. La idea de “ayuda escolar” aparece repetidamente en los discursos. La posibilidad de estudiar es planteada en términos de un “incentivo” del programa, vivida como una ayuda para proyectarse hacia el futuro, superarse, como acción que entusiasma puesto que estaba vinculada a un deseo postergado,  posibilidad que es reconocida e incluso agradecida “ahora estoy haciendo cosas que ni yo creía que iba a hacer”; “es una posibilidad, una oportunidad que te da la vida que hay que saber aprovechar porque quién sabe cuándo la vuelvas a tener”; “tengo más posibilidades de hacer un futuro para mí y para mi hijo”.
Llama la atención en el discurso de los y las jóvenes que participaron del estudio que presentamos que existe una infravaloración de la propia experiencia, que se traduce al afirmar “no tengo experiencia” -cuando sí realizaron actividades laborales- o “ahora no hago nada”, porque es ama de casa y tiene dos hijos a su cuidado, actividades éstas que quedarían por fuera de la categoría “trabajo”. 


Las observaciones realizadas permiten inferir que este programa no resulta del masivo conocimiento de su par AUH. Desde las representaciones de los jóvenes, el valor central del programa es “la plata” que reciben para la terminalidad de sus estudios, siendo éste el énfasis asignado por los y las jóvenes.

El impacto de las políticas públicas en la subjetividad desde los registros discursivos.
1. La AUH

Sternbarch expresa que la subjetividad es el resultado de un proceso dinámico y complejo; que comprende la interacción entre vínculo y cultura: es “producción intersubjetiva y social, por ende, históricamente construida” (Sternbach apud Custo, 2002:10).


La formación de la subjetividad comprende entonces aspectos sociales y culturales, que inscriben al sujeto en un tiempo y en un espacio determinado, desde el punto de vista de la historia social y política. La subjetividad está atravesada por los modos históricos de representación con los cuales cada sociedad determina aquello que considera necesario para la conformación de sujetos aptos para desplegarse en su interior (Custo, 2002:21).


Subjetividad y contexto se encuentran entonces en permanente interacción. Según sean los rasgos que asume cada sociedad serán las formas de subjetividad circulantes. Las políticas públicas juegan un rol central en este proceso, ya que todas las intervenciones del estado presuponen en su accionar un tipo de sujeto frente al cual se despliegan sus acciones. ¿Qué concepción de sujeto promueven y/o definen las políticas estatales desde sus dispositivos? 
Nos interesa reflexionar en torno a  los efectos que esta realidad provoca en la subjetividad de los individuos, en las marcas que van forjando las bases para la producción de una subjetividad. En tal sentido, diremos que una de las observaciones quizá más significativas en nuestro estudio es la denominación de la asignación universal en términos de “salario”. Llamarlo de este modo parece indicar que la asignación es efectivamente el correlato del salario familiar percibido por los trabajadores registrados en su sueldo. Esta forma de nominación da cuenta, además, de una apropiación de la política pública en términos de derecho. Se trata de la expresión más paradigmática en términos de los fundamentos de la política, que la alejan de toda pretensión de suponerla una ayuda. Desde esta óptica, la idea de salario se relacionaría con el concepto de seguridad social, propia de los regímenes de bienestar y asociado a un Estado fuerte, con un papel central en la provisión, regulación y financiamiento. No obstante y como desarrollaremos más adelante, la idea de ayuda y derecho conviven al interior de las representaciones de esta política pública. 


Dice Mariana “los pobres no tenemos trabajo en blanco, por lo menos que nos paguen el salario universal de los niños”. Yolanda comenta: “el salario universal… lo pusieron para que los chicos vayan a la escuela… por eso es un salario universal… es una ayuda”. Liliana afirma: “sería bueno acompañar el salario universal con proyectos…para que la mamá se quede trabajando en la casa”. Judith afirma: “a mí me encantaría cobrar el salario y quedarme en casa y dormir la siesta, me encantaría, pero yo sé que con los salarios voy a comer diez días”. Dice Mariana: “tuve que pagar las zapatillas y ni vi el aumento. El salario aumenta, pero aumenta la mercadería y no me alcanza”. 

La AUH es también definida por sus titulares, y a diferencia de lo expresado más arriba en términos de “ayuda” y en mucha menor incidencia, como un derecho. Cuando se reitera la pregunta para confirmar si es percibida mayoritariamente como una ayuda, muchas veces la respuesta es masiva: “sí, es una ayuda”, o “una gran ayuda”, remarcándose el adjetivo gran. Dice Judith “para nosotros los pobres es una ayuda, a nosotros nos gustaría que en vez de darnos un salario se abriera una fábrica y nos dieran un trabajo digno para ganar más para alimentar a nuestros hijos… en una fábrica que ganés $ 3000 ó $ 4000 con eso te arreglás”. Dice otra mujer: “es una ayuda… se benefician más los que tienen más chicos… si bien no alcanza, pero ayuda”.
Respecto de la suspensión de la AUH en los casos en que el padre obtiene trabajo registrado, si bien existe un reconocimiento de la incorporación del derecho en el salario, el registro subjetivo de esa medida está vinculado a la pérdida de autonomía personal. Como lo expresa una mujer: “…hay una gran diferencia al decir ‘ahora no lo cobro yo… tengo que depender de vos’”. En este punto, se puede pensar en el impacto que la AUH puede generar en la mujer, en cuanto a su capacidad de gozar de una mayor independencia económica respecto de quien ocupa el rol de proveedor/a familiar, generalmente su marido.


Un registro similar ocurre en aquellos casos en que el padre –que percibe asignaciones familiares por sus hijos- no entrega esos aportes a la madre de los niños/as. Las explicaciones que otras mujeres le brindan para situar el conflicto en términos legales no parecen ser suficientes. Aquello que subyace es la aspiración a percibir en forma directa el salario familiar de los hijos abonado al padre. Existe en estos discursos una representación que liga las tareas de crianza de los hijos con la percepción del ingreso. Las tareas de cuidado aparecen legitimadas y dignas de ese ingreso que percibe otro, muchas veces no involucrado con esa tarea de cuidado.

Priscila, no puede cobrar la asignación porque está a cargo de su padre, quien tiene trabajo registrado. Dice otra mujer: “el abuelo lo va a reconocer para tener obra social y cobrar un salario. Qué injusto que es, porque ella tiene a cargo a su hijito y ella lo puede cobrar como madre”. Nuevamente, aparece la percepción de un cobro legítimo cuando se tiene a cargo a un niño. Esto nos habla de cierto avance, aunque resulte en términos simbólicos, al sentirse con derecho a cobrar un ingreso.
En algunos casos se aclara que el monto percibido no permite depender sólo del mismo y exige otras fuentes de ingresos a través del trabajo: “no podés depender sólo de esa plata, no te da el número. Yo trabajo aparte de cobrar el salario”. La AUH resulta en algunos casos insuficiente, y no asegura la cobertura de la totalidad de los gastos derivados de la crianza de los hijos. Para ejercer el cuidado familiar se recurre entonces a otras estrategias, ya que la AUH aparece como un complemento y no como garante principal.
También conviven al interior del colectivo de titulares de AUH representaciones descalificadas acerca de algunos de ellos, que parecen reproducir acríticamente los prejuicios sociales en torno a estas políticas públicas de redistribución, contribuyendo a su perpetuación. Relata Liliana: “a veces digo este salario fomenta la vagancia… pero no todos. Yo cobraba jefas de hogar, 150 pesos y tenía que tirar todo el mes con tres chiquititos (…) no es mi caso pero he visto personas que iban nada más que a cobrar”. Cuenta Norma: “es que las mamás no cumplen con los hijos… ese dinero es para los hijos; no siempre las mamás nos encargamos de llevar a los controles en tiempo y forma, llevarlos al colegio, mantenerlos alimentados… los papás tienen los mejores celulares y los chicos están pidiendo en la calle también”. Dice Yolanda: “yo la lucho… hay gente que quiere que le den”. Subyace la idea de un mal uso de los ingresos por parte de algunos, que coexiste con la percepción de un sujeto irresponsable, no merecedor del beneficio, propia de quienes no comparten la ideología fundante de los programas de transferencias de ingresos. Para ellos, la política social debiera estar ligada a un sistema de premios y castigos en base a un criterio meritocrático, reproduciendo el discurso de sectores otrora dominantes. Algunas entrevistadas reproducen estas concepciones, refiriéndose a algunas familias del barrio como no dignas de percibir esta asignación. Desde esta perspectiva, la AUH no pareciera entenderse como un derecho universal.

Como sostiene Hornes (2013) se trata de componer un análisis interpretativo sobre el dinero público. Para Hornes, los juicios y evaluaciones morales que acompañan al dinero de origen estatal transferido hacia los pobres, forman parte de las representaciones, apreciaciones y discursos de distintos grupos sociales. Agrega que cuando las políticas sociales tenían como eje la distribución de bienes y servicios, los pobres fueron igual y moralmente sancionados como meros receptores, “rehenes o presos de los planes” y “del clientelismo”. “El dinero transferido a los pobres, presenta condiciones previas o posteriores referidas a su distribución y uso, propias de evaluaciones y juicios morales que realizan grupos en disímiles posiciones en el campo social, y por ende, con esquemas de apreciación, disposiciones y prácticas económicas y culturales diferentes” (Hornes, 2013: 110). 


Al indagarse el modo en que esta política incide en la subjetividad de las madres, aparecen registros de un alto impacto vinculado a la sensación de bienestar, vivido incluso en términos de felicidad, no obstante la creencia de un efecto inexistente. Dice Judith “no cambió nada, porque cuando más tenés, más gastás. Si antes le compraba una zapatilla de 100 ahora capaz le compro de 200. No se ve la diferencia”. Al mismo tiempo, sostiene: “cuando me fijé en internet y salió, me puse chocha de la vida, porque yo andaba con deudas, mi sueldito no me iba a alcanzar para nada”.  Al ser indagada sobre su sentimiento al poder comprarle ahora una zapatilla más cara, responde: “me pongo feliz cuando le puedo comprar algo, pero no puedo decir deme cuatro pares de zapatillas para mis hijos, sí o sí tengo que pedirle a alguien que me saque un crédito y pagarle”. El acceso al crédito –en cualquiera de sus formas- también representa un cambio sustancial en la dinámica económica de los hogares alcanzados por este programa. Norma sintetiza brevemente lo que siente: “te sentís bien porque sabés que vas a tener algo seguro… de diez, agradecida”. Contar con un ingreso estable, genera una sensación de seguridad quizás poco conocida, y habilita además la posibilidad de previsibilidad, de proyectarse en un mediano plazo.

Juana siente que “merecemos algo… te sentís bien, es una entradita de plata que tenés, más los trabajitos que yo hago… yo digo el 17-18 voy a cobrar y es para lo que me pidan o ellos necesitan… nos sentimos protegidos por ese beneficio… uno se siente bien porque le da al niño lo que necesita, de hecho para mí lo espero todo el mes y ahí uno sabe que le puede comprar lo que está haciendo falta, hasta un remedio… siento satisfacción”. Sentirse bien, protegidas, satisfechas, merecedoras de algo, también se orienta claramente al lugar central que esta política pública ocupa en los procesos de construcción de subjetividad y que constituyen un plus de efectos de este derecho universal, que ya no sólo impacta en la dinámica familiar, sino en la identidad de las madres/titulares. Pareciera que sienten que el Estado las miró, las reconoció, les dio un lugar, intenta cuidarlas, asegurarlas, al menos en parte. La percepción de ser visibilizadas por la política pública luego de haber vivido una historia de marcada exclusión social -donde lo que primaba por parte del Estado era la indiferencia y la negación-, es expresado por las participantes. El “antes” y el “ahora”, aparece en los discursos como puntos de comparación en relación a un Estado reducido por el mercado y un Estado activo que retoma perspectivas binestaristas. 
La investigación de Aquín (2013) también destaca que las mujeres perciben ser tenidas en cuenta por el Estado, estado que transita también su reconfiguración luego del vaciamiento al que lo sometió el neoliberalismo. 

A ello se suma la capacidad de proyectar, la previsibilidad, la posibilidad de acceder al crédito, el aumento de la comensalidad, la mayor presencia materna en el hogar, cuestiones que también han sido descriptas en anteriores estudios.


La indagación referida a los aspectos positivos de la AUH están referidas a: “te ayuda y te pagan por tus hijos…le podés comprar ropa y cuadernos, darles de comer, comen bien ahora…el salario ayuda a que no haya tanta deserción escolar, no hay tanto abandono en salud… yo no podría comer… le compro cada mes zapatillas… ahora tengo algo con qué contar para darle a mis hijos…. Me siento mejor porque puedo cuidar a mis hijos, ir a hablar con la maestra, antes cuando trabajaba en el plan de inclusión no podía… está bueno porque todos los meses contás con esa plata… ahora está un poquito más bien, antes me tocaba trabajar… ahora tengo algunas ropas para los chicos”.

Detenerse en el discurso de las titulares de la AUH, especialmente en el uso de las palabras elegidas para dar cuenta del impacto personal que esta política pública tuvo en ellas, permite advertir que se trata de acceder a un logro investido, en ocasiones, de características mágicas. Para Judith, la AUH “me vino del cielo… fue una bendición de mi abuelo que falleció hace dos años, es mi ángel yo le pido a él y él me cumple”. También Mariana se expresa en esos términos: “fue una bendición, me llegó en navidad una carta, me puse re contenta porque no teníamos nada de nada en la mesa en navidad, así que teníamos un pan dulce… todo”. 
Una mujer dice que la asignación es un alivio
, expresión que también permite inferir el carácter de sosiego con el que es registrada subjetivamente, independientemente de las más altas expectativas que las titulares tengan respecto de este programa y las eventuales críticas que puedan formularle. 

La perspectiva de derechos está presente, incluso, en la representación que niños y niñas, en tanto beneficiarios directos del programa, construyen respecto de éste, proceso del que también participan los miembros del grupo familiar. Liliana relata: “cuando me dijeron que iba a cobrar el mes que viene, lo primero que me dijeron mis hijos fue ’que bueno mami, vas a cobrar, entonces de ahí te vamos a regalar algo a vos, alguna cosita te vamos a regalar’… eso es de ustedes, les dije. Ahora que saben que el salario es para ellos dicen ‘mami, el salario es mío, comprame zapatillas’”. Los niños/as se apropian de este modo de su derecho y reclaman su cumplimiento, cuestión íntimamente relacionada con el hecho de que sean los niños y niñas los beneficiarios directos de la AUH y no sus padres, como habitualmente se cree. Lo descripto permite advertir que la implementación de esta política pública también impacta en los modos de organización de la vida familiar, específicamente en lo atinente a la democratización de los vínculos intrafamiliares.


Algunas mujeres reconocen que el impacto de la asignación es eminentemente económico, permitiéndoles destinar ese dinero para la compra de ropa, mientras que los aportes del marido se destinan a comida. La AUH es generalmente destinada “a los estudios… estar más con los hijos, quedarme en el hogar con ellos… es una ayudita… comprarle ropa a los chicos, útiles”.

Poder permanecer en la casa a cargo de las tareas de crianza, también es registrado como un logro. Como dice una mujer: “yo tenía que trabajar para la ropa; para la comida estaba pero faltaba la ropa y para mí es una ayuda porque no tengo que salir a trabajar… ahora la madre permanece más con los hijos, con el plan jefas de hogar había que hacer prestaciones”.
La elección de una palabra con la que las titulares identifican este programa, finalmente, permite conocer el modo en que aquél es representado subjetivamente. Las palabras seleccionadas son (en orden de reiteración): ayuda, beneficio, bendición, bienestar, seguridad, ayuda económica, derecho.

2. JMMT

En relación al programa JMMT,  la búsqueda no aparece asociada solamente a la necesidad de tener trabajo, sino además a instrumentarse a través de un proceso de aprendizaje de lo nuevo que a través del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo se acceda a conocer. La idea de hacer algo productivo se traduce en la expresión de una joven que afirma: “llega un momento que estar al pedo en mi casa te saca la cabeza”. En efecto, el aspecto más logrado de este programa parece situarse en los talleres de orientación e inducción al mundo del trabajo. “nos ha abierto ideas, te quedás pensando…nunca profundicé como ahora, te ayuda a ver de otra forma”; “es mejor que los cursos sean más largos, uno se queda con las ganas de aprender más”.


El impacto subjetivo del programa JMMT está vinculado a la posibilidad de aprender,  disponer de dinero y facilitar la realización de los estudios. La percepción subjetiva está vinculada a recibir lo necesario para desarrollarse de manera independiente. “Me siento mucho mejor al estar en este proyecto porque ahora puedo cubrir mis estudios y sacarle un peso a mi viejo”. “Ahora tengo tiempo para estudiar, voy notando que va mejorando mi situación”; “pude empezar a comprar las cosas que yo quería, ayudar a mi mamá”; “significa bastante porque cuento con algo para pagar mis estudios… de no tener nada, es mucho”. “Nos facilita un montón, aprendemos muchas cosas”; “te dan facilidades de comprar maquinaria para poder tener lo tuyo”; “te dan muchas facilidades, te facilitan todo”; “te dan todo, todas las facilidades, si no lo tomás es porque no querés”; “encima te reintegran hasta la plata del boleto, hasta eso”; “te dan todo servido para que estudies y trabajes”; “estoy mejor, mucho mejor que antes, mi familia está mejor”.

La reseña que antecede pone de manifiesto cuestiones que pocas veces las emisiones estatales registran. En los grupos focales observamos que estas políticas públicas movilizan las capacidades del sujeto –incluso aquellas que se presumían ausentes-. Como señala un joven del programa JMMT “no digo que estamos bien, bien, pero tenemos lo justo y lo necesario… lo que podés tener no te hace más persona, sino lo que vos tenés adentro”. “Me está ayudando a independizarme, voy agarrando más experiencia para realizarme como persona”. Y ese “adentro” –conformado por un sinnúmero de capacidades en cada sujeto- es el que también es fortalecido a través de estas políticas públicas.
Otro aspecto significativo de los focus groups mixtos realizados en Corrientes Capital, fue la expresión del interés por actividades y capacitación sindical de parte de jóvenes varones participantes del Programa. La perspectiva de conocer los derechos de las y los trabajadores y la posible actividad gremial para defender derechos se expresó con claridad de parte de algunos asistentes.

Política pública en calidad de relación Estado-sujeto.

Nos detendremos en las dos categorías centrales y ampliamente mayoritarias a través de las cuales es representada esta política pública para sus titulares: la idea de ayuda y de beneficio, en atención –también- a la incidencia que las mismas tienen para en el Trabajo Social. En efecto, la representación de las acciones afirmativas del Estado, es decir sus políticas públicas, en términos de ayuda, es un aspecto que recorre el Trabajo Social desde su génesis. Distintas personas entrevistadas destacan que estos programas “dan una posibilidad… dan un incentivo… te dan capacitación… te dan todo…”, así como la contracara: “no saben aprovechar lo que les dan”.


Como se ha desarrollado en otro trabajo (Robles, 2013), ayuda y cambio –podríamos decir aquí ayuda y derechos- representan categorías que pulsan al interior del Trabajo Social y resultan expresión emblemática del modo en que se manifiestan los intereses vinculados al ejercicio de esta profesión. Como se señala en ese trabajo: “la ayuda parece instalarse para conformar un determinado habitus que se integra a la imagen del trabajador social y que permanecería a través del tiempo con una relativa invariancia” (Robles, 2013: 167). La ayuda aparece muchas veces asociada a dar y recibir; de allí sus vinculaciones con la beneficencia, la solidaridad, el sacrificio y el desinterés altruista, consolidándose entonces la “ilusión de servir” de la que habla Martinelli (1997), entronizándose el ideal solidario como supuesto patrón identitario de la intervención en lo social. No obstante la polisemia del término, la ayuda es, como la describe Yazbek (2000) la forma aparente, paliativa y secundaria con que es abordada la asistencia social, asociada a acciones de benevolencia para con la pobreza.

Pensar en el presente los procesos sociales sólo en términos de solidaridad implica un retroceso en la formas de intervención del Estado frente a las manifestaciones de la “cuestión social” (Robles, 2013), más vinculado a una solidaridad orgánica, inducida, durkheimiana, que evite el caos social. Pensar en términos de derechos ciudadanos supone que las respuestas a las necesidades básicas de la población son una responsabilidad política indelegable del Estado que asume un rol garantista.  


De igual manera implica en el primer caso un retroceso en términos de la intervención del Trabajo Social. Basta recordar los desarrollos de Karsz (2006), quien sostiene que la práctica del Trabajo Social está atravesada por tres figuras históricas, estructurales y  variables en cada trabajador social y en cada servicio. Los lemas de estas figuras son: “la salvación o redención”, el “hacerse cargo” y el “tomar en cuenta”. La salvación o redención es típica de la caridad -laica o religiosa- y en ella existe una preocupación moral por el deber ser, donde los individuos son considerados como criaturas perdidas, a quienes es necesario explicar qué es bueno para ellos. Hacer el bien, sin horarios, condensa la mayor parte de este trabajo. Hacerse cargo no se dirige a criaturas, sino a personas, aunque supone que alguien sabe qué es bueno para ella, por lo que se hacen las cosas por ella. Tomar en cuenta es hacer cosas con la gente, acompañando y “resignándose al hecho de que la gente de quien uno se ocupa nace su nacimiento, vive su vida y muere su muerte: sola”. En esta perspectiva, el otro es concebido como sujeto.
Ciertamente que la perspectiva teórica que aporta Saul Karsz, se expresa en relación a la clínica: al suceso entre dos (Trabajador Social-usuario) y no incluye en estas “figuras” al Estado como actor preponderante. Mas en esas tres figuras que acuña se advierte a un estado que acompaña estas variantes y que en el caso de la primer figura podremos identificar al estado liberal oligárquico, en la figura del “hacerse cargo” se perfila el estado de bienestar y en la tercer figura la percepción del estado garante que acompaña el “tomar en cuenta.”

La idea de beneficio remite a un bien que se hace o se recibe, una utilidad que se aprovecha. Es curioso que otras acepciones del término hagan  referencia al conjunto de derechos y emolumentos que se obtienen de un oficio, o la ganancia económica que se obtiene y/o se reparte de un negocio, inversión u otra actividad mercantil. Finalmente, en el Derecho, el beneficio hace alusión al derecho que compete por ley o cualquier otro motivo
. De ello es posible también concluir que la categoría beneficiario no guardaría estricta relación con el sujeto pasivo de la asistencia, tal como lo ha sabido interpretar largamente el Trabajo Social. Quizá se trate de una expresión que ha sufrido distorsiones en su interpretación y a la que debamos volver de manera problematizada. Pensar en los beneficiarios/as en tanto sujetos destinatarios de la redistribución es acercarnos a la idea de la asistencia en los términos en que la define Alayón (2000), como reapropiación por parte de los sectores populares de riqueza previamente producida y que como tal les pertenece inalienablemente.

Algunas conclusiones preliminares

Asistimos a un período postneoliberal que, como plantea Aquín, produjo un proceso de inversión de tres subordinaciones que cristalizaron el período neoliberal: se reinstala la primacía de la política sobre la economía, de lo público sobre lo privado y del Estado sobre el mercado (Aquin, 2013: 68). En la Argentina, la aplicación de programas de alcance nacional viene consolidando un Piso de Protección Social (PPS)
 que no obstante resultar insuficientes, extienden el alcance de la seguridad social y marcan una brecha profunda respecto a las políticas de protección de la niñez, la adolescencia/juventud y las familias que determinaron los períodos precedentes. En efecto, las políticas de privatización de la seguridad previsional argentina por medio de las AFJP que caracterizaron el neoliberalismo de los años noventa, son ejemplos paradigmáticos del achicamiento del Estado de bienestar construido desde los primeros años de la década del ´40 del siglo XX.

Es a partir de la de retirada estatal (1976 en adelante) desde donde cabría evaluar la legitimidad y el impacto de los programas de protección social; ya que los mismos surgen en el marco de un Estado desarticulado y orientado al mercado, que nada tiene que ver con los patrones que ofrecía el modelo de bienestar de la década de 1950. En este sentido, quitar valor a los procesos de protección social, contraponiéndolos a estándares de seguridad social desintegrados en décadas pasadas, resulta al menos inapropiado.

Bajo esta lógica Roxana Mazzola (2013), marca una clara diferencia entre el paradigma de la protección restringida, propio de la etapa neoliberal, que focaliza en atender problemas sociales marginales y circunstanciales y el que denomina paradigma de la protección ampliada, que se preocupa por garantizar un entorno protector a la familia y el trabajo decente para los adultos. Las políticas que se basan en este último paradigma se enmarcan en un contexto de mayor presencia del Estado Nacional como nivelador de inequidades en un país federal; con la posibilidad de articular e integrar todos los programas existentes.
 Dichos programas se enmarcan en los DESC (derechos económicos, sociales y culturales), que tienden a la protección individual y social frente a determinados riesgos y que han sido también recogidos por la legislación nacional (Ley 26.061) y por nuestra carta magna. La perspectiva que ofrecen los DESC además de su cualidad garantista se basa en que es un sistema que cuenta con estándares objetivos para su evaluación y fomenta la progresividad de los derechos (Elías, 2009).

El impacto de estos programas en la feminización e infantilización de la pobreza resulta un aspecto a tener en cuenta puesto que al estar dirigidos básicamente a mujeres y niños en el caso de la AUH, y jóvenes (JMMT) su tendencia es a reducir estas dimensiones de la pobreza en la Argentina. Es cierto que aún no alcanzan a eliminar la desigualdad de género y la exclusión instalada en nuestra sociedad desde la fundación de nuestra Nación, nuestra indagación nos permite reconocer avances evidentes en el proceso de subjetivación, de fortalecimiento de una identidad femenina. Las mujeres, los niños  y los jóvenes se sienten reconocidos, visibilizados, incorporados en la agenda pública.

Sin perjuicio de los logros evidentes de estas políticas de transferencia monetaria, merece una mayor profundización la condición que su meta final, a largo plazo, sea detener la dinámica de la pobreza intergeneracional, propósito para el que sin dudas se requieren de medidas macroeconómicas y políticas de empleo que superan ampliamente los alcances de estas políticas públicas.


En tanto, la inclusión de los niños, niñas y adolescentes al medio escolar, representa una necesaria y muy alentadora medida, no sólo por el capital social y cultural que de ellas se extrae, sino por las posibilidades de movilidad social que la misma ofrece y el impacto en la subjetividad, resultante del acceso a un recurso potenciador de la identidad personal. El incremento en la matrícula escolar en el nivel inicial, primario y secundario constituye un indicador alentador respecto de aquellos propósitos. No obstante, tampoco es posible depositar en esta política de protección social las expectativas referidas a una mejor prestación del servicio educativo, tarea que excede sus posibilidades, aunque también incumbe a los organismos de gobierno. 


Lo propio es posible afirmar respecto a la condicionalidad de acreditar controles de salud y de vacunación obligatoria, lo que no sólo tiende a disminuir la morbimortalidad materno-infantil, sino que instala la responsabilidad por el propio cuidado y el cuidado hacia la salud pública. Nuestros entrevistados coincidieron en percibir esta condicionalidad como un acierto, una medida legítima, sin detectarse cuestionamientos al respecto. En algunos casos, pareciera que la responsabilidad de cuidado en las dimensiones de salud y educación se sienten como previas a la condicionalidad de la AUH; concibiéndosela más como una obligación de los padres que como un derecho de los hijos. Sea como fuere, se percibe una concepción que remite a una tarea que les incumbe a los adultos de la familia, por lo que la condicionalidad no parece ser vivida como invasiva en este punto.

No obstante el reconocimiento explícito que el programa AUH realiza respecto de sus titulares y beneficiarios/as en términos de ciudadanos portadores de derechos, las observaciones realizadas permiten inferir que no es éste el único registro producido en ellos. Existe una marcada tendencia a identificar esta política pública en términos de una “ayuda”, aunque al mismo tiempo se la nomine con categorías propias del paradigma de derechos. En este sentido, llamarlo “salario universal”, ubica a sus destinatarios en el pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos. También la institución que emite el beneficio reafirma esta tendencia al emitir el beneficio desde la ANSES y el Ministerio de Trabajo (en el caso del Programa Jóvenes), en vez de emitirlo como ha sido histórico desde las áreas de acción y bienestar social.

Se percibe en las titulares y beneficiarios/as una actitud de agradecimiento, lo que daría cuenta de que en su registro más subjetivo estos programas no terminan de apropiarse en términos de derecho, sino de una concesión. Ayuda y derecho parecen convivir en la representación de esta política pública, en un interjuego que no muestra signos evidentes de contradicción y conflicto.
En investigaciones anteriores (UBACyT S-91), referíamos limitaciones en la emisión de políticas públicas y más especialmente programas sociales en su vinculación con la transición normativa (del Patronato a la Protección Integral). Estas limitaciones que estudiamos se centraban en las rigideces institucionales para captar formas familiares (Elías et. allí, 2009) que en el caso de la AUH parecieran condensarse en el avance y reapropiación de parte de la comunidad, de las familias y de las organizaciones sociales. Cuestión no menor a la hora de la intervención de la disciplina del trabajo social que deberá también apropiarse conceptualmente de estas políticas, sus beneficios y subjetividades analizados en este trabajo son una señal más para abandonar la falsa perspectiva de objetividad que algunas propuestas profesionales pretenden fortalecer. Coincidimos con Aquín en que “esta vieja distinción entre [pobres] “merecedores” y “no merecedores”, ha operado como clausura de la conciencia de derechos, y exige el esfuerzo de repensar nuestras intervenciones desde otros enfoques teóricos, capaces de estar a la altura del proceso de politización de las necesidades que define a la actual coyuntura, y de la necesidad de comprensión de las nuevas complejidades que se nos presentan. Complejidades que exigen capacidad de colocar nuevas palabras para nuevas situaciones, y éste no es un problema instrumental sino sustantivo”. (Aquín, 2013)
Los impactos que operan a nivel de la subjetividad producen una modificación en el esquema referencial de cada sujeto y por lo tanto en la capacidad de adaptación activa a la realidad. El sujeto ya no es el mismo, puesto que la desestructuración de los esquemas referenciales desencadenada por los cambios operados en su subjetividad implica un salto cualitativo en términos de salud. Contrariamente a la tendencia a la clausura que provocan los cambios, el/ la sujeto vivencia un proceso de reapropiación de sus capacidades y potencialidades, aspectos éstos observables tanto en la AUH como en el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo.

Se observa en los discursos de los entrevistados/as una explicación racional que aparece más vinculada al derecho y realizada desde una mirada crítica. Se espera que el programa atienda diversas necesidades y se critican aspectos de su implementación. La vivencia, en cambio, es de orden más sensible, emocional, subjetiva y se asocia en términos de un cambio percibido como sustantivo: tener pan dulce en navidad, ser feliz, proyectar una compra, recibir la bendición del abuelo fallecido. En el Programa Más y Mejor Trabajo interactuar, ser respetado, interesarse por las y los compañeros, acceder a la finalización de estudios por la integración en el Programa son expresiones recogidas en grupos focales en las tres provincias en estudio El impacto subjetivo aparece asociado al reconocimiento personal; merecer algo, daría cuenta de cierto reconocimiento identitario, que parece desplazado hacia la madre como sujeto destinatario de esa política pública, cuando en verdad el sujeto son los niñas, niños y adolescentes.

La implementación de estas políticas públicas evidencia su capacidad de promover colectivamente la salud, cuestión que pone de relieve la eficacia de los determinantes sociales en la constitución de la subjetividad. La política pública ejerce en este caso su función de fortalecimiento de los procesos de ciudadanización, al producir una ruptura del estereotipo que ubica y hace ubicarse al sujeto en relación pasiva y subordinada con su entorno.


Creemos advertir la existencia de un impacto subjetivo que la implementación de estas políticas públicas tiene en sus destinatarios/as y que muchas veces no forma parte explícita de su formulación. Estos programas transforman una necesidad personal, de corte individual (tener trabajo, disponer de algún recurso, etc.) en una fortaleza de carácter más social, toda vez que los y las sujetos son habilitados y se habilitan a sí mismos para pensarse como sujetos de derechos. Cuando alguien dice "lo que no imaginábamos era que..." o "nunca lo imaginamos" están dando cuenta de ese valor agregado que tuvo su participación en un programa. Estos efectos de fortalecimiento identitario pasan a ocupar un destacado lugar –pocas veces dimensionado en forma manifiesta por los destinatarios/as-, sin perjuicio del efectivo valor que reviste el recurso material en la vida cotidiana. El agradecimiento es quizá expresión de aquel fortalecimiento personal, tan vinculado a la dignidad humana de toda persona.
El enfoque de este trabajo recorre en dos sentidos la política pública: el primero desde la visión macro social presentando la emisión estatal y el segundo exponiendo perspectivas de individuación de sujetos. Sujetos de derecho que como el Estado actual se retroalimentan en el fluir de las políticas que reconstruyen sujetos y estados.

Una líder barrial comentó respecto de un joven participante de proyectos comunitarios que había salido en la tapa de una revista: "se agrandó". Es exactamente esto lo que queremos significar: opera un impacto en la propia identidad de los sujetos, que se traduce en el reconocimiento de ser alguien para un otro. Se trata, entonces, de multiplicar dignidad en la gente del pueblo, también éste es el fundamento y la finalidad de las políticas públicas.
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� Si bien excede los límites de este trabajo, no desconocemos algunas de las críticas en torno a la denominada condicionalidad. En nuestro caso entendemos que el requerimiento de controles de salud y escolaridad apelan a derechos de niños, niñas y adolescentes.


� Los montos de la Asignación Universal por Hijo e Hijo con Discapacidad para Protección Social son los mismos que los establecidos para las Asignaciones Familiares por Hijo e Hijo con Discapacidad. 
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� La provincia de Salta tiene un porcentaje de cobertura del 40,1 % de su población menor de 18 años, mientras que la provincia de Chaco tiene una cobertura de 52,3 % de dicha población.


� La CABA tiene un porcentaje de cobertura de su población menor de 18 años del 10,5 %, mientras que la provincia de Chubut tiene una cobertura de 17,4 % de dicha población.





� Integrado por cinco trabajadoras/es sociales, una psicóloga y un estudiante de Sociología.


� La elección de dichas provincias obedece, por un lado, a un criterio de optimización de las condiciones de acceso a las fuentes de información; por otro, a la posibilidad de abordar longitudinalmente las provincias tomadas como casos y comparar las provincias de manera transversal (se trata de las mismas provincias tomadas como casos en el anterior proyecto de investigación, Ubacyt programación 2008-2010).





� Siguiendo a Esping Andersen (1998), la desfamiliarización implica la aplicación de políticas que minimizan la dependencia del individuo (y en particular de la mujer) en la familia. Se trata de la colectivización de las necesidades de las familias y una mayor responsabilidad del conjunto de la sociedad para procurar el bienestar y satisfacción vital a los miembros de las familias. No es una política “anti-familia” sino más bien un tipo de política que incentiva la independencia económica de la mujer liberándola de las responsabilidades familiares que restringen su participación en el mercado laboral. 


� La RAE define el alivio como la atenuación de las señales externas de duelo una vez transcurrido el tiempo de luto riguroso.  Otra acepción es la de quitar a alguien o algo parte del peso que sobre él o ello carga. 





� Real Academia Española.


� Para la OIT el PPS representa un conjunto básico de derechos, servicios e infraestructuras sociales con los que toda persona debería contar.
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